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Siendo las tres y cincuenta (3:50) de la tarde, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira en asocio con su secretario, declaran abierta la audiencia pública de juzgamiento dentro de la que se resolverá la apelación formulada contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión de Pereira, el día 31 de octubre de 2014, en el proceso que LUIS GERMÁN PALACIOS MOSQUERA promueve contra el MEGABUS S.A., el MUNICIPIO DE PEREIRA  e INSCO LTDA.
ANTECEDENTES

1- DEMANDA

Aspira el actor que, previa declaración de la existencia de un contrato de trabajo a término indefinido convenido con la sociedad Insco Ltda, le sean reconocidas y pagadas debidamente indexadas acreencias laborales tales como cesantías, intereses a las cesantías, primas, vacaciones e indemnización moratoria, frente a las cuales debe responder solidariamente el Municipio de Pereira y Megabus S.A.  
Para sustentar sus peticiones refiere que fue contratado laboralmente por Insco Ltda, de manera verbal, por un salario de $640.000 mensuales, para prestar servicios como “operador de ranas/canguros”, desde el 21 de enero hasta el 1º de mayo de 2006, con jornada de 7 a.m. a 6 p.m., todos los días de la semana,  en la construcción del corredor para el sistema de transporte masivo Megabus. 

Cuenta que, sin que mediara justa causa, se le informó que no continuaría prestando el servicio a pesar de que las obras no habían culminado.

Expuso que Megabus S.A. es beneficiara de la obra en la que él prestó sus servicios, dado que según el certificado de existencia y representación tiene a su cargo entre otras actividades, la construcción y puesta en funcionamiento del sistema integrado de transporte masivo de pasajeros del área metropolitana.  Refiere también,  que la malla vial donde se desarrollaron las obras es propiedad del Municipio de Pereira y que las mismas no son ajenas a las funciones del ente territorial.

Indica que las prestaciones, acreencias e indemnizaciones reclamadas en la acción no han sido pagadas por los demandados, a pesar de haber agotado la vía gubernativa ante Megabus S.A. y el Municipio de Pereira. En igual sentido se informó a Insco Ltda de la reclamación laboral, procediendo dicha sociedad a negociar con algunos de los trabajadores reclamantes, reconociendo sumas que no se compadecen con lo verdaderamente adeudado y desconociendo derechos ciertos e irrenuciables de los trabajadores, dado que los instaron a firmar la transacción como requisito para el pago. 
2- CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

Los demandados se vincularon a la litis así:

MUNICIPIO DE PEREIRA.

Al contestar la demanda (fls. 56 a 63) sólo admitió los hechos relacionados con la concesión del contrato de obra a favor de Insco Ltda para construcción del corredor vial para el funcionamiento del sistema integral de transporte masivo y  las funciones y objeto social consignado en el certificado de existencia y representación de Megabus S.A., de los demás, dijo que no ser ciertos, no constarle, o no ser tales. Se opuso a las pretensiones de la demanda y formuló como excepciones las que denominó,  “Falta de legitimación por pasiva”, “Cobro de lo no debido” y “Rompimiento del nexo causal entre el hecho que se le imputa al municipio de Pereira y el daño”. 

MEGABUS S.A.

Al referirse a los hechos de la acción–fls 66 a 75-, sólo aceptó los atinentes a la suscripción del contrato de obra pública con Insco Ltda y la descripción que de su objeto social realizó el demandante.  Los demás hechos aseguró no constarle o no ser ciertos.  Se opuso a las pretensiones y formuló excepciones tales como “Falta de competencia-omisión de reclamación administrativa del art. 6º del CPT”, “Ineptitud de la demanda por falta de requisitos formales”.  

Finalmente, llamó en garantía a la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A. –CONFIANZA-, para que en virtud de la póliza No 16-GU011438 de 2005, sea ella quien responda por las acreencias reclamadas en el presente trámite. –fl 162 a 167-.

INSCO LTDA.

Representada por curador ad-litem –fl 380-, no aceptó  los hechos de la demanda, indicando que no le constaban y que debían ser probados. Se opuso a las pretensiones de la acción y formuló como excepción la que denominó “Genérica”.  

La llamada en garantía, no fue notificada dentro del término legal, razón por la cual se reanudó el trámite sin su comparecencia. 
3- SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Agotadas las etapas previas, se convocó para audiencia de juzgamiento que tuvo lugar el 31 de octubre de 2014 -fl. 405-419-, declarándose la existencia de un contrato de origen laboral entre Palacios Mosquera e Insco Ltda, situación que llevó al a quo a imponer condenas en su contra, y solidariamente a Megabus S.A.  

Para estos efectos indicó la juzgadora de primer grado, que no sólo las presunciones legales impuestas a los condenados por su actitud indiferente ante la litis, fueron determinantes para proferir decisión en dicho sentido, sino también la prueba documental adosada por las partes y la testimonial recibida por cuenta de la parte actora.

4- APELACIÓN

Inconforme con la decisión, el condenado solidariamente interpuso recurso de apelación, el cual sustentó argumentando, en relación con la responsabilidad solidaria impuesta a Megabus S.A., que ésta no tiene como objeto primordial la construcción, sino la administración del sistema integral de trasporte masivo para el área metropolitana y tampoco fue la beneficiaria de la obra, pues las adecuaciones para el tránsito del articulado se realizaron en la malla vial, es decir, sobre un bien de uso público como son las calles, las cuales se encuentran bajo la administración del Municipio de Pereira.

Para fundamentar el recurso, aparte de traer a colación jurisprudencia nacional, indicó que casos como el actual, la Sala de Descongestión Laboral del Tribunal Superior de Bogotá, indicó que Megabus S.A. no tiene dentro de su objeto social la construcción de vías de manera permanente, “actividad que le corresponde al Municipio, ente territorial que fue absuelto por el a quo, cuya decisión no fue objeto de cuestionamiento, por lo que la Sala se abstendrá de realizar pronunciamiento alguno.”

A su turno, la parte actora reprochó que la juez haya declarado, sin ningún evidencia que el salario devengado por el actor era la suma de $640.000, situación que impidió que se reconociera a su favor la indemnización moratoria sin limitación alguna, por lo tanto, solicita que se tenga como remuneración mensual el valor del salario mínimo legal vigente y, en consecuencia se proceda a ordenar el pago de la sanción por no pago de las prestaciones sociales, desde el momento de la terminación del contrato, hasta que se haga efectivo el pago.
Por su parte, Insco recurrió la decisión, compartiendo los motivos de inconformidad del actor respecto al salario que sirvió de base para liquidar las prestaciones sociales y la indemnización moratoria, indicando que no medió prueba que permitiera determinar que trabajador recibía como remuneración mensual la suma de $640.000. 

Cuestionó también la imposición a esa sociedad de la sanción moratoria prevista 65 del C.S.T., haciendo notar que no fueron tenidas en cuenta las particularidades del caso, pues no es un hecho desconocido al interior de proceso la difícil situación económica atravesada por esa entidad, al punto que hoy se encuentra en adjudicación por liquidacíon, ni que durante gran parte del trámite procesal no estuvo convocado válidamente, debiendo ser declarada la nulidad para poder sanear la irregularidad que impidió ejercer en debida forma su derecho de defensa, situaciones ambas que debieron ser observadas por la juez, para determinar que su actuar estuvo revestido de mala fe, máxime cuando el actor no compareció al proceso de reorganización a reclamar lo adeudado y la entidad para cuando fue válidamente vinculada a la litis ya se encontraba en el estado económico actual.
Afirma también que la no comparecencia al interrogatorio de parte del liquidador de la entidad, no puede ser considerado un acto carente de buena fe, toda vez que la inasistencia de dicho funcionario fue justificada oportunamente y que ello se dio en virtud a que i) no tenía conocimiento de los hechos que fundaron la demanda, en razón a que no fue el contratante, ii) su declaración era inválida en los términos del artículo 195 del CPC y  iii) el estado financiero de la empresa no permitió destinar recursos para el desplazamiento del liquidador a cumplir con la audiencia.
CONSIDERACIONES

PRESUPUESTOS PROCESALES

En vista de que no se observa nulidad que afecte la actuación y satisfechos, como se encuentran, los presupuestos procesales de demanda en forma, capacidad procesal y competencia, para resolver la instancia, la Sala se plantea los siguientes:

PROBLEMAS JURÍDICOS

 ¿Qué salario devengó el actor durante el tiempo que prestó sus servicios a la sociedad Insco Ltda en liquidación?

¿Es posible exonerar del pago de la sanción moratoria de la norma mencionada, el empleador que alegue tener dificultades económicas o estar en un proceso de liquidación? 
¿Es procedente condenar a Megabus S.A. solidariamente, frente a las condenas impuestas contra uno de sus contratistas?

1. DE LA SANCION MORATORIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 65 DEL C.S.T. 
Ha sido pacifica tanto la jurisprudencia nacional como la local, en manifestar que este tipo de sanciones no opera de manera automática, pues cada caso debe analizarse con el fin de determinar si la actuación que llevó al empleador a sustraerse del pago oportuno de las prestaciones sociales, estuvo precedido de buena o mala fe.

Ahora bien, en este tipo de eventos, cuando se trate de empleadores que se encuentran en estado de iliquidez, la Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 11º de julio de 2000 radicación Nº 13.467, 21 de abril de 2004 radicación Nº 22.448 y de 17 de agosto de 2006 radicación Nº 28.561 ésta última con ponencia del Magistrado Luis Javier Osorio López, ha señalado:

“… en efecto la jurisprudencia también ha precisado que cuando se trata de empresas en estado de liquidación, su situación económica no exonera per se de la sanción moratoria, en la medida que es factible que ese empleador incurra en actos que demuestren la mala fe en el no pago de salarios y prestaciones sociales adeudadas a la finalización del contrato; empero de igual manera esta Sala de la Corte ha dicho que tampoco puede admitirse como regla general que las situaciones de iliquidez o de insolvencia y la intervención económica estatal sean circunstancias que impongan necesariamente el pago de la mencionada indemnización moratoria…”.

2. SOLIDARIDAD

Dispone el  artículo 34 del Código Sustantivo del Trabajo, que frente a los contratistas independientes y las relaciones laborales que surjan en desarrollo del objeto del contrato, los beneficiarios de las obras son solidariamente responsables “con el contratista por el valor de los salarios y de las prestaciones e indemnizaciones a que tengan derecho los trabajadores”, “a menos que se trate de labores extrañas a las actividades normales de su empresa o negocio”.

 3. CASO CONCRETO

En el presente asunto, ninguna controversia gira en torno a la existencia del contrato de trabajo entre el actor y la sociedad Insco Ltda en liquidación por adjudicación; los extremos de la litis y la ausencia de pago de las prestaciones sociales a la terminación del vínculo laboral que lo fue el 1º de mayo de 2006, por lo que ningún pronunciamiento se hará al respecto.
Ahora bien, tanto el trabajador como el empleador coinciden en cuestionar la decisión de primer grado de establecer como salario devengado por el actor la suma de $640.000, cuando no medió prueba que permitiera tal declaración.

Respecto a éste punto, la parte accionada compuesta por el municipio de Pereira, Megabus S.A. e Insco Ltda representada por curador ad litem, manifestaron no constarles el salario devengado por el trabajador, el cual estimó en la demanda  y en la reclamación administrativa en la suma de $640.000, por lo que resulta inusual que ahora, con miras a incrementar el monto reconocido a título de indemnización moratoria, pretenda una suma inferior,  sin detenerse a analizar que tal pretensión afectaría la liquidación de las prestaciones reconocidas a su favor en la instancia anterior.
Con todo y lo anterior, a pesar del empeño en desmentir sus propias afirmaciones, se tiene que a folio 250 del expediente obra la planilla de nómina, en la que se indica claramente que el señor Palacios Mosquera, en la última quincena del mes de febrero percibió la suma de $214.625,  es decir un salario superior al mínimo, que para ese año era del orden de $408.000.

A más de lo expuesto, como ya se dijo, el actor precisó en su demanda que la remuneración mensual era del orden de $640.000, mensuales e indicó que el horario desempeñado fue de 7 am a 6 pm, sin solicitar en el acápite de pretensiones el pago del trabajo realizada en horario extra, por lo que bien podría concluirse, como lo hizo la juez, que el salario, luego de demostrado el horario cumplido por el demandante con la declaración del señor Pareja Betancourt, era de ese orden.  En este sentido, ninguna variación sufrirá la sentencia revisada.
En lo tocante con la justificación expuesta por Insco Ltda, para sustraerse de la obligación legal de cancelar, al finiquito del contrato que lo unió con el señor Palacios Mosquera, las prestaciones sociales, es del caso precisar que la difícil situación económica narrada en la alzada tuvo lugar con posterioridad a la terminación del vínculo laboral, lo cual no resulta suficiente para exonerarle de la sanción impuesta, toda vez que de siempre ha sostenido la jurisprudencia nacional, que es la conducta observada para ese momento, la que debe ser analizada por el operador judicial, en orden a establecer la buena fe en el obrar del empleador en mora.

Lo anterior es así, por cuanto el extremo final del contrato de trabajo se ubicó el 21 de mayo de 2006 y la inscripción de la solicitud de la reorganización de la sociedad accionada se admitió el 16 de diciembre de 2008 –fl 374-, es decir  mediaron más de dos años entre uno y otro acontecimiento, término en el cual tuvo conocimiento de la reclamación del actor, pues Megabus S.A. le dio traslado de la respuesta dada a la reclamación administrativa efectuada por aquél  -fl 33-. 

Igualmente se observa, que pese a la indebida vinculación de Insco Ltda al presente trámite, lo cual generó la declaratoria de nulidad por parte de la Sala de Descongestión Laboral del Tribunal de Cali, dicha entidad fue informada de la iniciación de la demanda, pues no otra cosa se infiere del escrito visible a folio 49 del expediente, en que solicita ampliación del plazo para notificación personal y que fue presentado tres meses y medio antes de ser admitido el proceso de reorganización por parte de la Supersociedades.

Finalmente, en lo que tiene que ver con la actitud de Insco Ltda en el proceso, la misma tuvo incidencia directa en el resultado de la sentencia, pues solo a ella le interesaba hacer uso adecuado del derecho de defensa, al cual renunció, no sólo al optar por no notificarse de manera personal del auto admisorio de la demanda, sino cuando, sin justificación alguna, no se hizo presente el  agente liquidador a la audiencia donde debía absolver interrogatorio de parte, a pesar de que en la primera audiencia de trámite se dispuso su práctica, al desestimar los argumentos expuestos por el empleador para que se ordenara su rechazo por tratarse de una prueba ineficaz.  
Estas mismas razones, inoportunas por demás, fueron plasmadas en la alzada, para justificar la inactividad de la condenada; no obstante,  en nada contribuyen a desvirtuar la ausencia de buena fe, evidenciada al momento de la terminación del vínculo, porque aunque el obrar renuente de la sociedad accionada dentro de juicio por sí sólo no puede llevar a esa conclusión, lo cierto es que la ausencia probatoria impidió tomar una decisión en otro sentido.
Lo hasta aquí expuesto resulta suficiente para mantener la condena que por sanción moratoria le fue impuesta a Insco Ltda en liquidación por adjudicación. 
Ahora, respecto a la figura de la solidaridad por medio de la cual, se hizo extensible la condena impuesta a dicha sociedad a Megabus S.A., deben hacerse la Sala las siguientes precisiones:

a. Mediante escritura pública No 1994 visible a folios 81 a 104, se constituyó la Sociedad Megabus S.A. con la participación del municipio de Pereira en un 54.998%, el  municipio de Dosquebradas 40%, el Área Metropolitana Centro Occidente 5%, el Aeropuerto Matecaña de Pereira 0,0001%, el Instituto Municipal de Tránsito y Transporte de Pereira 0,00001%.

b. El objeto social de dicha sociedad es “Ejercer la titularidad sobre el sistema integrado de transporte masivo de pasajeros del área metropolitana del centro occidente, que servirá a los municipios de Pereira, La Virginia y Dosquebradas y sus respectivas áreas de influencia.” –fl 77 vto-

c. En desarrollo de ese objeto social, Megabús S.A. podrá realizar las siguientes funciones: “La ejecución, directa o a través de terceros, de todas las actividades previas, concomitantes y posteriores, para construir, operar y mantener el sistema integrado de transporte masivo (…)  La construcción y puesta en funcionamiento del sistema integrado de transporte masivo comprenderá el diseño operacional y la planeación del mismo y todas la obras principales y accesorias necesarias para la administración y operación eficaz y eficiente del Servicio de Trasporte Masivo (…) y la construcción y adecuación de todas aquellas zonas definidas como componentes del sistema integrado de transporte masivo, las cuales podrá realizar directa o a través de terceros. (…) 

De acuerdo con lo expuesto, resulta claro que desde la concepción de la sociedad Megabus S.A. le fue encomendado el desarrollo de las actividades necesarias para la implementación del sistema integrado de trasporte masivo para el área metropolitana -Pereira, La Virginia y Dosquebradas-, incluida la construcción de las obras necesarias para el funcionamiento eficaz de Megabus, actividad para la que, entre otros, contrató a Insco Ltda, según el contrato de obra pública No 02 de 2005  y sus respectivas prórrogas –fls 105 y ss-.

Por lo tanto, no puede alegarse en esta instancia procesal que el objeto social de Megabus S.A. es diferente al ejecutado por Insco Ltda,  pues así se sostenga que en la actualidad no existe en la planta de personal quien realice las funciones del actor, es evidente que al encontrarse culminadas las obras del corredor vial que se requerían para el desplazamiento de los articulados, ningún tipo de actividades relacionadas con la construcción del mismo se puedan estar ejecutando hoy día, máxime si se tiene en cuenta que la sociedad optó por contratar civilmente con terceros la adecuación de las vías del área metropolitana con el fin de poner en funcionamiento el sistema de trasporte masivo. 

En síntesis, si el objeto de MEGABUS S.A. consiste en “Ejercer la titularidad sobre el sistema integrado de transporte masivo de pasajeros” para poner en funcionamiento el cual se requiere, además de la construcción, la adecuación de vías y obras complementarias, sin las cuales resulta imposible la circulación de los articulados, no se concibe que tales labores puedan ser consideradas como ajenas al objeto social. Siendo del caso y de manera adicional recordar que, el mismo MEGABUS S.A., al contestar la demanda, se encargó de hacer notar que su composición accionaria, en un 99,8, proviene de los municipios por los que se desplazan los buses, quienes precisamente crearon la entidad con la asignación de las funciones inherentes a la puesta en marcha y administración de este sistema de transporte.   
Por lo anterior, no prospera tampoco el recurso de apelación formulado por la sociedad condenada de manera solidaria, por lo tanto, la sentencia de primer grado será confirmada en su integridad. 

En virtud a la terminación de las medidas de descongestión dispuesta en el Acuerdo PSAA13-9991, se ordenará la remisión del expediente al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, quien conoció originalmente del presente proceso.

Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. – CONFIRMAR  la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión de Pereira, el día 31 de octubre de 2014.

SEGUNDO.- REMITIR  el presente proceso al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad.
Sin costas en esta instancia.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO                                  

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario 
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